PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

LEY

ARTICULO 1º: Incorpórase al Capítulo I del Título VI del Libro Primero del Código Procesal Penal (Ley 11922) el Artículo 148 bis, el que quedará redactado de la siguiente forma: 

Artículo 148 bis: Cuando una persona que hubiera sido sometida a cualquiera de las medidas de coerción, personales o reales, previstas en este Código o en leyes especiales resultare sobreseída o absuelta, o cuando el término de la prisión preventiva excediere la pena que le fuera impuesta, será resarcida por los daños sufridos con motivo de la medida que lo perjudicare, con los alcances del artículo 477 del presente Código. En los casos de extinción de la acción por prescripción o muerte del imputado, para hacerse acreedor a la indemnización, el beneficiario o sus causahabientes deberán acreditar además, en el proceso que corresponda, la inocencia de quien hubiera sido sujeto pasivo de la medida. 
ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Fundamentos:

 

La Constitución de la República Argentina reconoce el derecho de toda persona a ser indemnizada en caso de haber sido condenada por error judicial (conf. art. 10 Convención Americana sobre Derechos Humanos, en función del inc. 22 del art. 75 CN). 
 

Desde su redacción, el Código Procesal reconoce este derecho al condenado a pena privativa de la libertad, cuando mediare error judicial.

 

La normativa vigente omite incluir un supuesto de mayor gravedad que el mencionado, configurándose una verdadera laguna axiológica.

 

Me refiero al caso de quienes deben soportar la medida de coerción mientras mantienen vigente su Estado de Inocencia, es decir, los detenidos y los presos preventivos. 
 

Lamentablemente y de manera cíclica, se verifican en nuestra Provincia procesos de endurecimiento y de flexibilización de las políticas criminales que van del reconocimiento de los beneficios del paulatino egreso carcelario anticipado, al reclamo de endurecimiento de las penas.
 

Consecuencia de lo expuesto es el verdadero abuso de la prisión preventiva en el que en la generalidad de los casos se incurre, muchas veces por períodos prolongados, provocando la pérdida del lugar en el mercado laboral y el deterioro de los vínculos familiares.
 

Si se reconoce el derecho a la indemnización a quien ha sido erróneamente condenado, con más razón merece ser resarcido quien sufrió la misma calidad de encierro mientras mantenía vigente su estado de inocencia. Rige el principio de igualdad proporcional, que establece que no puede dispensarse un peor tratamiento a quien se encuentra en situación más ventajosa.

 

Se trata de la responsabilidad estatal por los actos lícitos. En efecto, el Estado debe responder no sólo por el accionar ilícito de sus agentes, sino también por los daños que produce mediante sus actos lícitos.
 

El proyecto no sólo aborda la temática de la privación de la libertad, sino también prevé los daños económicos derivados del bloqueo del patrimonio.
 

Se reconoce también el derecho del condenado a pena inferior al tiempo efectivo de privación de la libertad.


Por los motivos apuntados, solicito a los Sres. Diputados su voto afirmativo para convertir en ley el presente proyecto.
